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África/ Sudáfrica

Cero a la izquierda
Informe de la «Audiencia sobre los Derechos
Humanos de los Pescadores», celebrada en Cabo
Occidental, Sudáfrica, en agosto de 2003.

Jackie Sunde, investigadora que trabaja para la
Organización de Desarrollo Masifundise,
Sudáfrica, es la autora de este informe.

Las políticas y la legislación que rigen el acceso del
pueblo sudafricano a los recursos marinos y su uso
han sufrido numerosos cambios durante los diez años
transcurridos desde las primeras elecciones libres y
democráticas de Sudáfrica. En la época anterior,
grandes empresas de capital blanco dominaban la
industria pesquera y los demás sectores marítimos. En
la periferia de unas pesquerías sumamente
capitalizadas y orientadas a la exportación, miles de
pescadores negros y mulatos, pescadores tradicionales
a pequeña escala, intentaban ganarse la vida.
Exceptuando a unos pocos, dedicados exclusivamente
a la pesca de subsistencia, la mayoría de pescadores
faenaban con fines comerciales. Obtenían unos ingresos
mínimos y ponían en la mesa familiar parte del pescado
capturado, el ingrediente básico de la dieta local.

Los hombres eran quienes salían al mar; pero las
mujeres desempeñaban un papel esencial en las
actividades previas y posteriores a la captura. Muy
pocos pescadores tenían barcos propios, la mayoría
faenaban como autónomos en barcos ajenos e iban a
partes con el resto de la tripulación. También había los
que tradicionalmente pescaban por temporadas para
conseguir recursos adicionales.

Todos tienen mucho en común: en 1994 eran un cero a
la izquierda en un entorno pesquero extremadamente
competitivo. Hasta la fecha ningún sistema de
ordenación pesquera había regulado o promovido su
subsector. Las leyes racistas del apartheid  les habían
vetado el acceso a cuotas pesqueras correspondientes
a especies de valor comercial. Apenas algunos
pescadores consiguieron permisos para pescar con
palangre y artes de playa. Los que de todas formas se
arriesgaban a capturar especies como la langosta del
Cabo o la oreja de mar solían ser perseguidos y
procesados por pescar ilegalmente.

Cuando en 1999 la Organización de Desarrollo
Masifundise, una organización no gubernamental
(ONG) independiente, empezó a trabajar en ciudades y
pueblos de la costa occidental de Sudáfrica, estos
grupos de pescadores artesanales y de subsistencia
acapararon su atención. Por aquel entonces ya se había
puesto en vigor la nueva legislación pesquera, pensada

para fomentar la igualdad e impulsar profundos cambios
en el sector. Paradójicamente, parecía que las
comunidades pesqueras experimentaban dificultades
cada vez más insalvables para acceder a derechos de
pesca, circunstancia que las hundía en la pobreza. En
los cuatro años que han transcurrido desde entonces,
Masifundise ha recibido múltiples denuncias de
pescadores que se sienten marginados por el nuevo
sistema de derechos. En ocasiones, se les han negado
derechos históricos de los que antes habían disfrutado.
Asimismo, se quejan de que no tienen acceso a
información sobre el sistema y de otras situaciones que
consideran injustas.

Los informes redactados por trabajadores de campo a
partir de sus visitas semanales a las comunidades
pesqueras y las intervenciones de varios pescadores
en el Foro de Pescadores, celebrado paralelamente a
la Cumbre Mundial de Desarrollo Sostenible de 2002,
inducían a pensar que algo marchaba mal con la nueva
política de asignación de derechos de pesca. Si bien
había reformado algunos aspectos del sector,
continuaba dando prioridad a las empresas pesqueras
a media o gran escala en detrimento de los pescadores
a pequeña escala, aun cuando estos pescadores son
tradicionales, «auténticos».

Con el propósito de documentar los abusos generados
por el sistema y de ofrecer a los pescadores una tarima
desde donde pudieran hacer oír su voz, Masifundise y
la Asociación de Pescadores Artesanales de Sudáfrica,
una asociación compuesta por voluntarios de una
comunidad pesquera, decidieron organizar la
«Audiencia sobre los Derechos Humanos de los
Pescadores», acto que transcurrió el 13 y 14 de agosto
de 2003 en Cabo Occidental. Se contaba con recabar
información sobre la realidad de los pescadores
tradicionales y a pequeña escala y las violaciones de
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sus derechos fundamentales y con utilizar dicha
información en la defensa de estos derechos y en la
lucha por políticas más justas y acertadas. Asimismo,
uno de los objetivos más importantes radicaba en
analizar las repercusiones sociales que la nueva
coyuntura en el sector había tenido en las comunidades
pesqueras.

Para llevar adelante el proyecto, Masifundise pidió
asistencia a la Comisión de Derechos Humanos de
Sudáfrica, un organismo estatal, así como a la Iglesia
Anglicana. Ambas instituciones, junto a diversas ONG,
nos prometieron su apoyo. Así, los trabajadores de
campo de nuestra organización se pusieron manos a la
obra. Visitaron pueblo tras pueblo e invitaron a las
comunidades a que designaran entre sus miembros a
quien debía representarlas en la audiencia. El acto se
celebró en dos sesiones. La primera tuvo lugar en
Ciudad del Cabo, ciudad muy próxima a un puerto
pesquero de gran importancia histórica. La segunda,
en la costa meridional, a unos 130 km de distancia, en
el centro de una zona tristemente famosa por la
incidencia de la pesca ilegal de oreja de mar. Dos días
antes de que arrancara la audiencia se organizó una
conferencia de prensa que tuvo una amplia repercusión
en los medios de comunicación. Pese al énfasis de
Masifundise en una representación paritaria, tan sólo
5 de los 22 portavoces de comunidades que
intervinieron en la audiencia eran mujeres. Durante las
jornadas, además de las experiencias transmitidas por
los participantes, nuestro personal recogió los
testimonios de muchos otros pescadores.

Tres oradores clave se encargaron de inaugurar el acto
y de «preparar el terreno» para las audiencias: Andy
Johnston, activista pesquero que ha participado en la
definición de las políticas del sector; Nick de Villiers,
abogado del Centro de Recursos Jurídicos y que
investiga sobre los derechos que protegen a los
pescadores artesanales y de subsistencia, y Moenieba
Isaacs, investigadora que se crió en un pueblo pesquero
y que acaba de defender su tesis doctoral sobre la
transformación del sector pesquero sudafricano. Por
otra parte, se consideró esencial informar a los
asistentes sobre los instrumentos legales nacionales e
internacionales que protegen a los pescadores a
pequeña escala. Se pretendió sensibilizarlos sobre la
existencia de leyes y políticas que pueden esgrimirse
para defender su derecho a acceder a recursos marinos,
su derecho a medios de sustento sostenibles y su
derecho a la seguridad alimentaria.

Un mar y múltiples cuestiones
Las ponencias de hombre y mujeres, pescadores y
miembros de comunidades costeras, confirmaron las
repetidas denuncias de los pescadores en cuanto a los

efectos negativos que la actual política de asignación
de los derechos de pesca tiene en la integridad social,
económica, cultural y ecológica del sector a pequeña
escala y de las comunidades humanas que sustenta.
En este sentido, se destacaron los siguientes aspectos:

• el acceso deficiente a información relativa a la
solicitud de derechos de pesca y el coste
exorbitante de la propia solicitud;

• la exclusión de muchos pescadores «auténticos»
del proceso de asignación de los recursos y la
adjudicación de cuotas económicamente
insostenibles;

• la falta de criterios claros en el objetivo de
reformar el proceso de asignación de cuotas para
que sea más justo, especialmente en lo que se
refiere a personas que sufrieron discriminaciones
bajo el régimen anterior;

• la  inadecuación del sistema de Cuotas
Individuales Transferibles (ITQ), como
mecanismo regulador de derechos de acceso
pesquero, con respecto al sector a pequeña
escala y las prácticas pesqueras locales;

• el error cometido por el gobierno al no consultar
a los pescadores tradicionales y al no reconocer
el valor del conocimiento local en la toma de
decisiones sobre las poblaciones y las capturas
admisibles;

• el error cometido por el gobierno al no valorar
los métodos y artes tradicionales utilizados en el
sector a pequeña escala, que suelen ser más
sostenibles que los empleados por las grandes
empresas pesqueras;

• la sobrepesca provocada por grandes arrastreros
y los descartes que devuelven al mar, así como
la ineficacia demostrada por el gobierno en el
control de estas actividades;

• las pésimas condiciones laborales de los
trabajadores del sector pesquero a pequeña
escala y la inexistencia de leyes laborales
nacionales que protejan sus derechos;

• la ausencia de fuentes alternativas de ingresos
en las comunidades pesqueras tradicionales,
incluso en las más afectadas por la disminución
de su acceso a los recursos debido a los TAC, y

• la falta de planes de desarrollo costero y la
exclusión de comunidades costeras, pequeñas e
históricamente desaventajadas, de numerosas
iniciativas políticas, económicas y sociales.

A medida que los varios testimonios se iban sucediendo,
emergían los varios factores determinantes de las
repercusiones de las nuevas políticas pesqueras, que
comprenden la raza, el género, el nivel de formación,
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los sectores en los que los pescadores hayan trabajado
anteriormente, la situación geográfica de su comunidad
y su acceso previo a los recursos y a información. Las
comunidades rurales, con unos recursos más limitados,
experimentan mayores dificultades para acceder a la
información y pocas veces pueden defenderse ante la
hegemonía de las elites locales que controlan el capital,
la industria de transformación y los sistemas de
comercialización autóctonos.

La identidad de género para los trabajadores de
la pesca
Muchos de los problemas identificados afectan tanto
a hombres como a mujeres, trabajadores de la pesca a
pequeña escala, independientemente del papel que
desempeñen en el sector. Con todo, la naturaleza de
las relaciones entre géneros en la mayoría de estas
comunidades hace que sean ellas las que tienen que
llevar la mayor parte del peso de tanta marginación.
La «Audiencia sobre los Derechos Humanos de los
Pescadores» puso de relieve la división histórica del
trabajo por géneros y la subsiguiente exclusión de la
mujer de muchas de las parcelas del sector. Aunque
se reconozca su protagonismo en la organización de
las comunidades y de las actividades posteriores a la
captura, los hombres son siempre los que dominan la
industria. En las intervenciones de los pescadores, una
y otra vez aparecían los atributos estereotipados que
supuestamente caracterizan al «pescador» típico. Como
ya se ha señalado, hubo representantes de ambos sexos;
pero los hombres fueron más numerosos y en sus
discursos se referían únicamente a «pescadores»,
como si las nuevas políticas no afectaran también a
las mujeres. Aun así, hubo unas cuantas excepciones:

«En realidad habría que hablar de “trabajadores de la
pesca”: el pescador sale a faenar y trae el pescado,
pero es la mujer la que debe ponerlo a punto: lavarlo,
cortarlo, etc. En los tiempos de mi madre, las
transformadoras de pescado no llevaban botas de goma,
ni delantales, ni guantes, ni nada. Imagínense tener
que estar de pie desde las dos de la mañana hasta las
ocho de la tarde, detrás de la línea de producción. Las
piernas se resentían muchísimo. Nuestras ancianas
levantaron el sector, la industria pesquera que
conocemos hoy. Con su propia ropa y calzado
trabajaban de pie hasta al anochecer y después se iban
a casa y tenían que secarse los zapatos. Tengo grabada
la imagen de mi madre con sus enaguas por casa.
Quizá os parezca gracioso, pero era mi madre, la única
que he tenido. Cuando llegaba, después de haber
pasado catorce, quince, dieciséis o diecisiete horas de
pie, al lado de la línea de producción, se tenía que lavar
el vestido, el único que tenía, y secarlo para el día

siguiente. Tenemos que reconocer la labor de aquellas
mujeres.» (Salie Cyster, Standford).

Las tareas de la mujer relacionadas con su función
reproductora se valoraron indirectamente cuando se
constató que son las que más sufren cuando falta dinero
para alimentar y vestir a la familia o para enviar a los
hijos a la escuela. En las comunidades pesqueras, las
mujeres son las que más acusan la frágil seguridad
alimentaria.

Las repercusiones económicas para la vida de las
mujeres
Los representantes de las comunidades pesqueras no
se cansaron de enfatizar el enorme deterioro que la
falta de acceso al mar supone para su situación
económica. «El lema del gobierno es una vida mejor
para todos. En cambio, nosotros cada día somos más
pobres». (Representante de la bahía de Santa Helena).

Puesto que gran parte de las mujeres trabajan en las
plantas de procesado de pescado, la asignación
equilibrada de derechos de pesca a las diferentes
comunidades es fundamental para su supervivencia
económica y la viabilidad de las comunidades en su
conjunto. A este respecto, el pescador Ernest de
Struisbaai observaba:

«Creamos puestos de trabajo para la gente que trabaja
en la planta; pero, si no faenamos, [el propietario de la
fábrica] ya puede cerrar, porque no hay materia prima.
Cuando salimos al mar, en la fábrica se empieza a
trabajar a las siete y media y se continúa hasta la tarde.»

Joao Simoes, de la bahía de Kalk, habló sobre el número
de personas que en una comunidad se benefician de
los derechos de acceso pesquero:

«Cuando salimos a faenar y volvemos con pescado,
vamos al puerto a venderlo. Allí las capturas se
depositan en el muelle y entonces aparecen los que
trabajan allí. Primero los que te subastan el pescado,
después los compradores y finalmente los que limpian
el pescado a los compradores. Sólo entonces nos dan
el dinero. El armador se queda con el 50% y el resto
nos lo repartimos entre la tripulación…»

La carencia de derechos de acceso al mar, ya sea como
consecuencia del sistema de cuotas o del sistema de
permisos, ha sumido hasta tal punto en la miseria a las
comunidades pesqueras que muchas de ellas sufren
escasez de alimentos y una falta real de seguridad
alimentaria. En otras palabras, numerosos pescadores
de subsistencia y sus familias no tienen qué comer.

Varios oradores subrayaron el vínculo que se percibe
en diversos pueblos de la costa entre la pobreza y la
imposibilidad de acceder a servicios básicos de sanidad
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o vivienda. Asimismo, se observó que la expansión del
turismo a menudo perjudicaba a las comunidades
pesqueras. Pocos pescadores se benefician de las
ganancias generadas por el creciente sector turístico;
sencillamente, pasan de largo.

«Hoy Langebaan es un centro turístico en el que los
pescadores agonizan. Antes tirábamos redes, pero
ahora nos lo han prohibido. Viene el turista, uno no
sabe si tiene permiso o no; pero ahí lo tienes: captura
tanto pescado que lo vende a la pescadería. Ahora, en
la tienda compras su pescado, mientras que antes lo
pescabas tu mismo.» (Norton Dowries).

Las repercusiones sociales para la vida de las
mujeres
«En mi vida he sufrido dos golpes terribles. El primero
fue cuando el Distrito Seis fue declarado zona sólo
para blancos. El segundo sobrevino hace muy poco
con la decadencia de la industria pesquera…»
(Stan Dickson, Gansbaai).

Para muchos de estos pescadores negros y mulatos,
discriminados durante el apartheid  sudafricano, la
introducción del nuevo sistema de adjudicación de
derechos ha venido a ser un segundo desposeimiento.
Las consecuencias sociales han sido muy profundas y
han afectado a hombres, mujeres y niños; aunque de
forma dispar. Estas consecuencias están estrechamente
ligadas a las económicas. Hombres, mujeres y las
familias que forman se encuentran bajo una presión
enorme: deben alquileres, sufren cortes continuados
de electricidad y no tienen dinero suficiente para
alimentar a sus hijos. En estos momentos de escasez,
la frustración de las mujeres, encargadas de atender a
la familia y al hogar, es especialmente notoria.

«Me angustia caminar o ir en coche por la calle y ver
que muchas casas están a oscuras. Se me rompe el
corazón. Numerosos padres tienen hijos pequeños y
deben buscar velas o un poco de aceite para poder
alumbrarse.» (Daphne Coraizen, Paternoster).

Estas presiones sociales han hecho mella en la salud
síquica de los pescadores. Uno de ellos comentó:
«Soy pescador y puedo decir que nos han
destrozado…nos han arrebatado todo lo que teníamos.
Permanecemos sentados en casa durante cuatro o
cinco semanas seguidas…Mis problemas son
tan enormes que no sé si lo podré soportar durante
mucho más tiempo». (Ernest Hammer, Struisbaai).
Otro se lamentaba: «No está bien…Ya
basta…¿Quieren que nos suicidemos? ¿Quieren
que nos disparemos un tiro?» (Stan Dickson,
Gansbaai).

No sería justo subestimar el sufrimiento de las mujeres,
cuyas parejas permanecen en casa durante mucho

tiempo, consumidas por el estrés. Minnie Blauw, nacida
en el seno de una familia de pescadores, relataba:

«Cuando un padre pierde su derecho a ganarse la vida,
porque ese derecho ha pasado a empresas ricas,
entonces puede decirse que es objeto de un abuso legal,
que a través de él alcanza al resto de su familia. Al
final, este abuso se convierte en un abuso económico
que también afecta a su esposa y a sus hijos…algo
que no concuerda demasiado con los bonitos principios
del gobierno».

Los pescadores observan que los conflictos han
aumentado en sus comunidades, con frecuencia debido
a las tensiones que surgen en torno a la asignación de
cuota. La responsabilidad de dirimirlos suele recaer
sobre los dirigentes de la comunidad y los miembros
de los comités de pesca, quienes no se sienten
preparados para esta tarea.

«La gente nos pregunta: “¿por qué los que vivimos al
lado del mar o de ríos no podemos salir a faenar como
antes?”. El comité debe entonces explicarles la
situación y cómo quiere el gobierno que se gestionen
los recursos. Se irritan, se enfadan y se ofenden con
los miembros del comité. Intentamos explicarles las
políticas, pero no siempre conseguimos hacer entender
su funcionamiento al ciudadano de a pie.»
(Representante de Papendorp).

En la mayoría de comunidades las mujeres participan
activamente en los comités. Las presiones que deben
soportar sus dirigentes ponen en duda la viabilidad del
enfoque basado en la cogestión, tan defendido por las
autoridades pesqueras. En las costas sudafricanas, la
política pesquera y lo que ha supuesto para los
pescadores a pequeña escala: la privación de derechos
de acceso, han desatado graves conflictos en el seno
de las comunidades.
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Ellos suelen afirmar que la política actual les ha
convertido—o convertirá en un futuro cercano—en
pescadores ilegales forzosos. Las implicaciones que
este giro puede tener para los recursos y para la vida
social y económica de la comunidad pueden ser muy
serias. Como dijo un pescador:

«Claro que tenemos que pescar ilegalmente. Tenemos
que robar cangrejo de río para sobrevivir. ¿Qué
podemos hacer si no? No tenemos derechos porque
nos los han quitado. No obstante, tenemos que seguir
llevando el pan a casa, de modo que infringimos la ley
para poder alimentar a nuestras familias. Nos obligan
a hacerlo.» (Costa Occidental).

En algunas comunidades, los pescadores ilegales
utilizan a niños para que vigilen la llegada de patrullas.
El aumento de la pesca ilegal ha actuado como un imán
para la delincuencia de otras zonas. En algunos sitios
los lazos entre pesca ilegal, extorsión, drogas y violencia
son casi inextricables.

La «Audiencia de Derechos Humanos de los
Pescadores» ofreció una excelente oportunidad para
que trabajadores y trabajadoras de la pesca expresaran
sus frustraciones y describieran los efectos negativos
que las políticas pesqueras actuales han tenido en el
tejido social y económico de sus comunidades. Sus dos
jornadas permitieron a Masifundise documentar la
naturaleza específica de estos efectos. Ahora, esta
información podrá utilizarse en defensa de las
comunidades pesqueras y, concretamente, en la
presentación de una denuncia contra el Ministerio de
Medio Ambiente y en el ejercicio de presión política
sobre la Comisión Parlamentaria de Medio Ambiente.

Para contactar con Jackie Sunde escribid a
suntel@netactive.co.za


